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Resumen

El creador de WikiLeaks no sólo representa un reto a la libertad de información, sino también al derecho internacional referido al asilo diplomático. Julian Assange se encuentra en la embajada ecuatoriana en Londres desde hace ya cinco años. Es las últimas semanas, se conoció que Suecia ha dejado de solicitar su extradición, hecho que originó gran parte del caso en estudio. Sin embargo, la confirmación británica de que mantiene los cargos contra Assange puso punto muerto nuevamente a la posibilidad de que cese esta situación; a la par que su situación es diametralmente distinta a la de Edward Snowden. Considerando la naturaleza de las revelaciones divulgadas en el sitio web de la organización respecto a información confidencial de los Estados Unidos, Julian Assange considera que su vida podría estar en peligro si por medio de la extradición, sería juzgado en ese país donde existe a pena de muerte. ¿Es el asilo diplomático una praxis habitual en los países latinoamericanos? ¿Cuál es la posición británica sobre este punto? El análisis de este trabajo partirá desde la asunción que el concepto de asilo no es reconocido como una práctica universal del derecho internacional. Sin embargo, en América Latina pareciera una praxis habitual desde el fallo de la Corte Internacional de Justicia sobre el caso Haya de la Torre.
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Diplomatic Asylum: The Juxtaposition of Haya de la Torre and WikiLeakers Cases
Abstract

WikiLeaks’ creator does not only challenge freedom of information but also International Law regarding political asylum. Julian Assange has been inside the Embassy of Ecuador in London for over 5 years while Edward Snowden remains in Russia. Is political asylum a common practice in Latin America? What is the legal opinion of the United Kingdom regarding asylum? Is it different from the Russian one? This articles intends to shed light over these cases. It will start by considering that asylum is not a universal practice in International Law. However, it seems to be more accepted in Latin American countries ever since the “Haya de la Torre” case.
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I. Introducción
El mundo conoció el nombre de Julian Assange en julio del 2010 con la sorprendente filtración de más de 90.000 documentos militares sobre la guerra de Afganistán. Nunca antes el público en general, desde cualquier latitud del mundo, había podido acceder a tanta información cruda sobre un asunto que se conocía pero sus detalles se guardaban en secreto.   
Si bien este fue su hito de fama, no era un total desconocido en el mundo cibernético ya que WikiLeaks ya había estado en el centro de la escena al publicar en el 2007 el enriquecimiento ilícito en Kenia llevado a cabo por el presidente Daniel Arap Moi
. Este nombre puede resultar extraño dependiendo el rincón del mundo desde el que se lea, pero no deja de ser una personalidad sumamente relevante en la región de donde es oriundo y que gobernó por 25 años; a la par que se apropiaba un estimado de 1.500 millones de euros. 
Otros episodios más controvertidos en el que participó WikiLeaks fue la controvertida difusión de fotos y extractos de correos electrónicos personales de la gobernadora de Alaska y candidata a la vicepresidencia de EEUU, Sarah Palin
. La difusión que puso en duda la versión norteamericana de cómo el ejército mató a 11 iraquíes, en julio de 2007, terminó de definir a Assange como una figura contraria a los intereses de seguridad nacional de los Estados Unidos.  Robert Gates, quien fuera secretario de Defensa estadounidense, criticó a Wikileaks asegurando que había lanzado el video sin proporcionar el contexto que explicaba la situación
.
Hasta este momento, Julian Assange se movía con relativa libertad. Pero cuando en agosto de 2010 la fiscalía sueca abre una investigación por presunto acoso sexual, se perfilaban más complicaciones a la situación. Ya no era un delito de carácter político, sino un delito de connotación criminal sin ninguna conexión con sus acciones en la web.
En diciembre de ese mismo año, Assange es arrestado por la policía británica por una orden europea emitida por Suecia. Ante esto, Australia intercede en defensa de su ciudadano. Entiende que Assange no debe ser considerado responsable y culpa a Estados Unidos buscando su liberación. No será hasta el día 16 cuando quede en libertad bajo fianza y que el mundo financiero que permitía la operatividad de WikiLeaks y grupos hackers asociados ejecutan una crucial ofensiva: la suspensión de pagos vía tarjeta de crédito. Quizá en contra reacción a esto, se reportaron bloqueos a las páginas de la Fiscalía de Suecia y la de Mastercard. 
Las filtraciones que publicara WikiLeaks son producto de las acciones del soldado norteamericano Chelsea Minning, quien tuvo un trato rayando a las violaciones de los derechos humanos por parte del estado norteamericano cuando fuera detenido
.
La batalla judicial por la libertad de Assange se mantuvo durante todo el 2011 mientras él se resistía a ser extraditado. En junio del 2012, Assange entró a la embajada de Ecuador buscando refugio. Las autoridades inglesas rodearon la embajada y alegaban que tenían derecho de capturarlo basándose en la orden de la justicia británica.

En agosto del 2012, el Gobierno de Ecuador concedió asilo diplomático al periodista Julián Assange
.
En el 2013 no fue Assange sino Edward Snowden quien estuvo en el centro de la escena por filtración de material sensible. La revelación de que la administración de Barack Obama controlaba los teléfonos y ordenadores de ciudadanos particulares (incluso en países aliados) a través de gigantes del sector privado como Microsoft, Google o Facebook volvió a abrir el debate sobre lo público y lo privado en internet.

Snowden –a diferencia de Assange– no era un periodista. Trabajaba como consultor para la Agencia Nacional de Seguridad (NSA) y solicitó asilo a una veintena de países al momento de publicar la información que le quitara a la agencia. De forma provisoria le concedieron permiso de asilarse en Rusia y por cinco semanas vivió como persona en tránsito en el aeropuerto de Moscú.
Al publicarse la información en los principales diarios del mundo, y darse a conocer que Snowden estaba bajo protección rusa, el presidente Putin declaró –según reseña la Radio Televisión Española– que: “Ellos mismos (Estados Unidos) han amedrentado al resto de países. Nadie lo quiere acoger. De esta forma y en resumen, ellos mismos lo han bloqueado (a Snowden) en nuestro territorio”
. 
A diferencia de lo que sucede con Assange, en el caso de Snowden hubo más países –aparte de Rusia– que se mostraron dispuestos a asilarlo. El 9 de julio del 2013,  Venezuela recibe la petición formal de asilo de Snowden y su presidente declaró: “Tendrá que decidir cuándo viene”. A diferencia del caso de Assange, Snowden podía moverse libremente dentro de Rusia y tenía un visado especial que le permitiría volar a otro país donde le concedieran el asilo sin poder ser detenido. Otros países que ofrecieron lo mismo fueron Cuba, Bolivia y Nicaragua.
Sin embargo, resulta interesante desde el punto de vista de las relaciones internacionales que luego de que Snowden –desde su asilo en Rusia– publicara datos corroborando que Estados Unidos incluso espiaba a los líderes mundiales que consideraba sus aliados, el presidente ruso condicionó la estadía del ex agente de la NSA a que dejara de publicar información dañina para los Estados Unidos
.
Julian Assange y Edward Snowden continúan siendo beneficiarios del asilo por motivos políticos. Estados Unidos, por su parte, no cede en reclamar su extradición.
Pero 50 años atrás, en América Latina, dos países vecinos vivieron una tensión en sus relaciones diplomáticas por la concesión de asilo al político Haya de la Torre.

Víctor Haya de la Torre era un dirigente peruano que, acusado de rebelde por un gobierno militar, solicitó asilo en la embajada colombiana y se le concedió. Colombia y Perú empezaron así un lustro marcado de tensiones donde, ante la falta de acuerdo, deciden elevar el caso a la Corte Internacional de Justicia, cuyo fallo al respecto se convertiría en jurisprudencia y base para el estudio de la problemática.
II. El concepto de Asilo

El concepto de asilo diplomático comenzó a ser utilizado en el siglo XV, cuando la República de Venecia empezó a enviar embajadores con destino permanente al extranjero. En 1648, en el marco del congreso de Westfalia, se incluyó la “inviolabilidad” como uno de los conceptos centrales que definían a los embajadores y que se extendía de la persona, a la residencia donde este estuviera de forma permanente (lo que hoy llamamos la residencia oficial) (Hailbronner, 1993).
Este desarrollo en el marco de las relaciones diplomáticas blindó de “autonomía” que terminó derivando en un lugar donde recibir personas que eran buscadas por las autoridades del país donde se encontraba la residencia diplomática
.
El asilo diplomático entonces fue ampliamente aceptado en Europa hasta el 1700 cuando los Estados anfitriones de las residencias diplomáticas comenzaron a cuestionar su uso ya que lo entendían como un riesgo al ejercicio de su soberanía (Heijer, 2013).
En particular, resultaba muy frustrante para las autoridades locales no poder requisar las residencias diplomáticas y no siempre se entendía que esta inviolabilidad se limitase a la residencia, sino que se había logrado extender en algunos casos a las zonas aledañas a la residencia de un embajador.

Para el siglo XIX, la concesión de los asilos diplomáticos había mermado de forma significativa en Europa ya que era de los principales roces en los que incurrían los nacientes estados nación.

A la par que estos casos declinaban en Europa, Latinoamérica cada vez lo empleaba más. Por lo general, en la nueva tierra se pedía asilo en las iglesias y los estados que iban poco a poco independizándose y constituyéndose como soberanos, temían violar la inmunidad diplomática por miedo a padecer represalias en sus relaciones con estados de mayor historia. De acuerdo a Grugel, en 1990 hubo un período de aproximadamente veinticinco años en los que en América Latina era bastante común tener diversos casos de asilo diplomático.

De acuerdo a  San Juan, 2004:

“Ya en 1889 se verifica el primer instrumento latinoamericano de carácter multilateral que contemplaba el derecho de asilo, que es el Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo
. Este tratado fue luego revisado en el Segundo Congreso Sudamericano de Derecho Internacional Privado, celebrado también en la ciudad de Montevideo en 1939, que aprobó el Tratado sobre Asilo y Refugio Políticos”.

Sobre asilo diplomático, se suscribieron tres convenciones latinoamericanas: la primera fue la Convención sobre Asilo de La Habana, en 1928, aprobada en la Sexta Conferencia Internacional Americana; luego le siguieron la Convención sobre Asilo Político de Montevideo, de 1933, aprobada en la Séptima Conferencia Internacional Americana; y la Convención sobre Asilo Diplomático de Caracas, de 1954, aprobada en la Décima Conferencia Internacional Americana (San Juan, 2004). 
La práctica latinoamericana terminó llegando a la Corte Internacional de Justicia en 1950 con el caso ut supra comentado “Haya de la Torre”. Cuando Colombia le concede asilo diplomático al opositor peruano Haya de la Torre en su embajada en Lima –y por más de dos años intentó negociar sin éxito la concesión de un salvoconducto fuera de Perú–, decidió llevar el caso ante la jurisdicción de la CIJ.

En este sentido, explica Skiba (2012) que la Corte entendió que la decisión de Colombia no era conforme al derecho en el que supuestamente se amparaba ya que no estaba demostrado que hubiera un derecho universal al asilo diplomático y no podía obligar a Perú a que le concediera el salvoconducto. Sin embargo, en uso de sus típicas sutilezas en el lenguaje, la CIJ prosiguió la sentencia explicando que Colombia no tenía la obligación de restituir a Haya de la Torre a Perú e indicó que lo correcto sería alcanzar una solución concordada entre las partes vía negociación
.
Mientras tanto, en América Latina se negociaban una serie de acuerdos a fin de dotar de mayor claridad el concepto de asilo. La práctica de dicho instituto era realmente confusa y en 1954 se culminaron los esfuerzos con la “Convención Sobre Asilo Territorial” la cual, auspiciada por la Organización de Estados Americanos, proponía:

“Artículo I

Todo Estado tiene derecho, en ejercicio de su soberanía, a admitir dentro de su territorio a las personas que juzgue conveniente, sin que por el ejercicio de este derecho ningún otro Estado pueda hacer reclamo alguno.”
El Tratado de Montevideo, de 1939, establecía un régimen para el “refugio en territorio extranjero”, pero la única convención latinoamericana adoptada exclusivamente sobre esta materia es la Convención sobre Asilo Territorial de Caracas, de 1954, que justamente recepcionó la experiencia latinoamericana en el caso “Haya de la Torre” y se constituye como el último hito de un largo iter convencionalista.

La posterior recepción positiva del asilo en un instrumento convencional interamericano tendrá ya lugar en el contexto de la protección de los derechos humanos.

III. ¿El derecho al asilo como derecho humano?
Los derechos humanos son derechos inherentes a todos los seres humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición. Todas las personas tenemos los mismos derechos humanos, sin discriminación alguna. Estos derechos son interrelacionados, interdependientes e indivisibles (ACNUD, 2014).
Es sabido que el derecho de las personas a salir y regresar a un país está consagrado en el Derecho Internacional. Como todo derecho, puede regularse de forma razonable ya que el Estado tiene la potestad de mantener un orden en el control de las fronteras y en el registro de la presencia o ausencia de las personas, especialmente para evitar que la salida sea usada para evadir otras obligaciones exigibles.
En general, se invoca este derecho para impugnar restricciones a las migraciones por motivos políticos, religiosos o ideológicos, etc., basadas en categorías ideológicas, políticas o religiosas, o las que se puedan invocar como pretexto para restringir los derechos a la libre asociación y a la expresión o comunicación de las ideas (Nicolao, 2010).
Salir y entrar a un Estado se asocia con el ejercicio de los derechos de ciudadanía; derechos regulados por el Estado en su esfera doméstica. Para tales derechos, el derecho internacional o los derechos humanos no tienen una respuesta genérica, aplicable a todos los migrantes, respecto a la cuestión fundamental de su status migratorio. Como en otras instancias, es éste un campo que el derecho internacional deja librado al derecho interno de los países, que cuentan con una amplia esfera de discrecionalidad, lo que no implica que sea permisible la arbitrariedad.
No obstante, el derecho internacional sí se ocupa del status de ciertas categorías de migrantes como es el caso de los refugiados y peticionarios de asilo, a quienes se aplican las normas de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, de 1951, y el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, de 1967.
En función de la recepción por parte de normas de derecho positivo y claramente exigibles como obligaciones internacionales, se crea una obligación esencial por parte del Estado hacia con la persona peticionaria de asilo o en condición de refugiado de no retornarla a un lugar donde pueda sufrir persecución con base a las causas establecidas en los instrumentos citados (Cuellar, 2004). 
Repasando los elementos esenciales del asilo en sus distintas acepciones, encontramos que en primer lugar se requiere que la persona sea perseguida por razones políticas, excluyéndose los casos de delitos comunes, como vimos más arriba, y también lo establecido en la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 14), limitación ésta a la que se agrega la de aquellos que sean responsables de actos contrarios a los objetivos y principios de las Naciones Unidas, incluyéndose también a quienes cometen crímenes contra la paz y crímenes contra la Humanidad (Declaración sobre el Asilo Territorial, 1954,Art, 1) (Convención de Caracas sobre Asilo Diplomático, 1954, Art. 3).
En segundo lugar, que quien califica las razones de esa persecución es el Estado asilante (Declaración sobre el Asilo Territorial, 1967, Art.1).

En tercer lugar, que la solicitud de asilo constituye un derecho de la persona (Declaración Americana de los Derechos y Deberes Hombre, 1948, Art. 27) (Convención Americana sobre Derechos Humanos, Art. 22) (Convención de Caracas sobre Asilo Diplomático, 1954, Art. 20) pero otorgarlo es un derecho del Estado (Convención de Caracas sobre Asilo diplomático, 1954, Art.2). Finalmente, que solamente puede ser otorgado en casos de urgencia. 
En cuanto al primer elemento estimamos que ya fue explicitado en los párrafos anteriores. El segundo elemento tiene razones lógicas, habida cuenta que para el Estado al que se acusa de perseguir por razones políticas, siempre los delitos que motivan esa persecución van a encontrar fundamento en el sistema penal interno. De allí que sea de la esencia del asilo que quien califique sea el receptor, en las condiciones establecidas más arriba.
El tercer elemento hace a los objetivos del asilo, que es la protección de la persona humana frente al poder del Estado. Surge inmediatamente otro derecho de la persona que rara vez es evocado por la doctrina y que se justifica precisamente en esos objetivos: el non refoulement. 
Esta obligación es hoy en día explicada como “principio de non refoulement”, que se traduciría en “no devolver”. Mediante esta obligación se establece que ningún Estado está en la obligación de extraditar si tiene razones sustanciales para creer que la demanda de extradición ha sido hecha con el propósito de perseguir judicialmente o de castigar a una persona a causa de su raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas (Weis, 1977, 94). 

Este principio se ha extendido hasta considerar que per se, la obligación implícita de no extraditar se extiende también a los casos en los cuales un fugitivo correría riesgos de ser sometido a penas o tratos inhumanos o degradantes en el Estado de destino tal como fuera explicado en el caso del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Jens Soering v. United Kingdom:
“88. El Artículo 3 de la Convención Europea de Derechos Humanos no da lugar a excepciones ni permite que los Estados Miembros tengan posibilidad de salirse de su aplicación. La prohibición absoluta de la tortura que refiere dicho articulo refleja los valores democráticos fundamentales del Consejo Europeo y es compartido así por un gran número de otros instrumentos internacionales.

(…)

La cuestión que queda es entonces si la extradición de un fugitivo a otro Estado donde podría ser sujeto de tortura o tratos crueles o degradantes, constituiría por sí una violación al Art. 3 (a la Convención Europea de Derechos Humanos).

(…)

Los horrores de la tortura y sus implicancias están reconocidos en la Convención de Naciones Unidas contra la Tortura, en su también Art. 3. Allí expresa que ningún Estado parte extraditará a una persona cuando haya elementos sustanciales para creer que ésta, estaría en riesgo de ser torturada de ser extraditada.

(….)

La extradición en dichas circunstancias, si bien no referida explícitamente en la Convención Europea, sería contraria al espíritu del instrumento legal. Y es en opinión de esta Corte la existencia de una obligación inherente de no extraditar en casos en los que se pudiera exponer a la persona a sufrir tortura. 
  
La doctrina, a su vez, ha avanzado en entender que este principio ha adquirido carácter de norma de derecho internacional consuetudinario, por lo cual es obligatoria aún para aquellos estados que no sean signatarios de la Convención de Ginebra del 51 ni del Protocolo a dicha Convención de 1967, como se les conoce comúnmente en el lenguaje del derecho de los refugiados.
No es casualidad que tanto en el caso de Assange como en el de Haya de la Torre hayan evocado su derecho al asilo en embajadas latinoamericanas. La práctica del asilo tiene su base en conjuntos de tratados y convenciones internacionales que fueron adoptadas principalmente por los países de América Latina, pero, al no constituirse como “principio de derecho”, los otros estados no tienen obligatoriedad jurídica de reconocerlos.
En el particular caso de Assange, Gran Bretaña no reconoce el principio de asilo, lo que crea tensiones entre el Estado territorial y el asilante, pudiendo tomarse como una actitud de falta de cooperación o intromisión en problemas domésticos contradiciendo la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961
. En cambio, Colombia y Perú reconocen los instrumentos internacionales, pero las diferencias en las interpretaciones de los mismos llevaron a solicitar la intervención de la Corte Internacional de Justicia.
En el caso de Rusia, la propia configuración del escenario internacional explica mejor la coyuntura que los principios del derecho internacional.
IV. La posición europea y las consideraciones de Naciones Unidas
Si bien Gran Bretaña desconoce la calidad de asilado democrático de Julian Assange y a pesar de sus declaraciones no puede ingresar a la embajada ecuatoriana a arrestarlo, la realidad es que al no cumplir con la Orden de Arresto Europea
 o Euroorden, también podría estar poniendo en riesgo el principio de cooperación Jurídica Internacional de la comunidad a la cual todavía pertenece ya que no se ha sustanciado el BREXIT, o sea, el desvinculamiento del Reino Unido de la Unión Europea.
El actual sistema de la Unión Europea se refleja en el Tratado de Lisboa, y en el caso de Assange es medular su tratamiento considerando que la controversia que nos ocupa implica a dos estados europeos: Suecia y Gran Bretaña.
Al respecto, el Tratado de Lisboa dedica el Capítulo 2 a Políticas sobre Controles en las Fronteras, Asilo e Inmigración y dice:
“La Unión desarrollará una política común en materia de asilo, protección subsidiaria y protección temporal destinada a ofrecer un estatuto apropiado a todo nacional de un tercer país que necesite protección internacional y a garantizar el respeto del principio de no devolución. Esta política deberá ajustarse a la Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951 y al Protocolo de 31 de enero de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados, así como a los demás tratados pertinentes” (Tratado de Lisboa, 2007, Art. 78).
Ésta no es la única referencia que hace el marco jurídico de la Unión Europea al tratamiento de los asilados. También contempla la situación de peticionantes de asilo por parte de nacionales de los propios. Si bien esto se excede de los límites de esta pequeña reflexión, es de mencionarse que está contenido el tema en el Protocolo Nº 24.

Es claro entonces que lo analizado en el Tratado de Lisboa (2007, Art. 78) dibuja un marco general en el que se reconoce la institución del asilo, incluyendo el principio de no devolución. 
En este sentido, el accionar mediante la policía londinense espera fuera de los confines de la Embajada la salida de Assange para su arresto podría ser correcta. En la actualidad, Gran Bretaña mantendría las euroordenes.
Esta situación también fue analizada por el Grupo de Trabajo de Naciones Unidas sobre detención forzada. Este grupo investiga casos donde se haya quitado la libertad de forma arbitraria o contraria a los estándares internacionales de la Declaración Universal de Derechos Humanos. A su vez, investiga y recolecta información de fuente gubernamental y no gubernamental sobre individuos que atraviesan detenciones forzadas e interactúa con ellos sobre esta base, emitiendo comunicaciones a los gobiernos y presentando reportes al Consejo de Derechos Humanos.
En su opinión Nº 54/2015 relativa al caso Assange (Reino de Suecia y Reino de Gran Bretaña e Irlanda del Norte), el Grupo de Trabajo (GT) consideró que Assange había sufrido diferentes formas de privación de la libertad: comenzó siendo recluido en la prisión de Wandsworth para luego ser puesto en prisión domiciliaria y terminar confinado en la embajada ecuatoriana en Londres.
Considerando que la privación de la libertad fue continua y arbitraria –por ejemplo, se considera que fue puesto en confinamiento y la demora en la investigación por parte de la fiscalía sueca– el Grupo entiende que se violan los artículos 9 y 10 de la Declaración Universal y los artículos 7, 9.1 y 9.30, 10 y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
El Grupo de Trabajo finalizó el informe recomendando el cese de esta situación y que se le restituya a Assange el derecho a su integridad física, libertad de movimiento y que se le concediera a Assange el derecho a una compensación justa por todo lo vivido
.
Pero la opinión sobre el Grupo de la ONU sobre detenciones arbitrarias no es vinculante y por lo tanto Gran Bretaña no tiene obligación de acatarla como al cumplimiento de una ley por lo que no estaría en falta alguna.
En el caso de Snowden, su derecho de asilo fue concedido por Rusia y, si bien peligra su libertad de salir de las fronteras rusas a un país donde lo puedan detener a pedido de Estados Unidos, tiene plena libertad de movimiento y no está confinado a ningún lugar en particular dentro de Rusia.
El caso de Haya de la Torre presenta más similitudes con el caso de Snowden: entendiéndose que Assange es perseguido por razones políticas como mencionó el Grupo de Naciones Unidas, y dejando a salvo el derecho a comunicarse reconocido aún por el Derecho Internacional Humanitario en situaciones más extremas, el hecho de que no le esté vedado comunicarse a través de la web podría transformarse en un arma de doble filo que a su vez le permitiera violar las condiciones del asilo.
V. Conclusión

El concepto del asilo forma parte del derecho internacional, sustentado en la larga evolución de éste en base a la costumbre y convenciones. Y de este breve análisis comparando las situaciones de Assange, Snowden y Haya de la Torre se puede arribar a dos conclusiones de este trabajo explorativo.
La primera de ellas es que el derecho internacional consagra la inviolabilidad de las legaciones diplomáticas. Esto ya se ha considerado como un principio de derecho internacional, por lo que se convierte en fuente del derecho internacional, lo que implica que debe ser respetado por la comunidad internacional (Salas, 2012).
Se entiende entonces –de acuerdo a Salas (2012)– que a diferencia del refugio, el asilo solamente puede otorgarse a perseguidos por razones políticas y en las condiciones estrictas para poner a salvo su integridad, que es el bien jurídicamente protegido. 
Esta protección está contenida en normas internacionales de fuente convencional y también en fuente consuetudinaria cuando analizamos su faz a la luz de los derechos humanos.

Toda vez que un país europeo resalte que no forma parte de los tratados internacionales latinoamericanos sobre la materia, ha de resaltarse que el derecho inherente a la persona se refleja en instrumentos de aceptación universal como la Declaración Universal de los Derechos Humanos.
Pero no sólo Gran Bretaña encuentra obligaciones en los derechos humanos, sino que normas generales del derecho internacional en lo referido a los agentes diplomáticos –tales como la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1961– receptan la idea de inviolabilidad de la embajada y de protección del sujeto peticionante. Esta protección se ve reafirmada en las propias normas del Tratado de Lisboa como se mencionó antes.
Si bien la Convención sobre el Asilo Diplomático deja las facultades de calificación del delito a manos del estado asilante, no se aclara fehacientemente que un Estado puede conceder el asilo basado en un hipotético caso de extradición a un tercer país mientras es acusado de un delito del orden común.
Claramente, el Estado ecuatoriano ha entendido que el peligro es cierto y concreto, de forma análoga a lo que consideró el Grupo de Trabajo de Naciones Unidas; y, por su parte, Rusia también parece haber comprendido algunos de estos argumentos en el caso especial de Snowden.
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